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A diferencia de otros países del continente,Colombiacuenta con unregulación reciente respecto 
delas relaciones que emergen de la producción, distribución y compra de un producto entre el 
fabricante y su destino final. La citada regulación surgió a partir de la Ley 1480 de 2011, 
normatividad en la que se establecen los lineamientos de la relación entre fabricante, distribuidor 
y consumidor, indicando los derechos y obligaciones de los mismos. Dicha norma nace de la 
premisa de que el consumidor, el cual funge como destinatario final, es quien se encuentra en 
desventaja frente a las cadenas de producción y distribución.  
En tal sentido, y dado que la citada ley busca una protección especial para el consumidor, en 
el presente artículo se avaluará la incidencia de la Corte Constitucional frente a los derechos y 
garantías constitucionales del consumidor, con el propósito de examinar si han implementado 
cambios con respecto a los lineamientos enunciados en dicho Estatuto.  




Unlike other countries of the continent, Colombia has a recent regulation regarding the relations 
that emerge from the production, distribution and purchase of a product between the 
manufacturer and its final destination. The aforementioned regulation arose from Law 1480 of 
2011, regulations that establish the guidelines of the relationship between manufacturer, 
distributor and consumer, indicating their rights and obligations. This norm is born from the 
premise that the consumer, who serves as the final recipient, is the one who is at a disadvantage 
compared to the production and distribution chains. 
In this regard, and given that the aforementioned law seeks special protection for the 
consumer, this article will assess the incidence of the Constitutional Court against the 
constitutional rights and guarantees of the consumer, with the purpose of examining whether it 
has implemented changes with regarding the guidelines set forth in said Statute. 
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La relación entre fabricante y consumidorrespecto de la producción, distribución y compra de un 
producto, es un hecho jurídico relativamente reciente en la legislación colombiana, al punto de 
que dicha relación sólo se regulóhasta la entrada en vigencia de la Ley 1480 de 2011. En efecto, 
a partir de dicha ley se establecieron reglasclaras en cuanto a las relaciones de consumo que 
surgen entre el fabricante, el distribuidor y el consumidor, lo cual derivó en un fortalecimiento de 
las garantías de las que goza el destinatario final,sujeto que, dadas las condiciones del mercado, 
emerge como parte vulnerable de esta relación.  
Cabe señalar que desde la promulgación de la Ley 1480, y con el ánimo de garantizar que lo 
estipulado sea acorde a los criteriosestablecidos en la Constitución Política y desarrollados por la 
Corte Constitucional, se ha hecho un estudio de las sentencias proferidas por este cuerpo 
colegiado con respecto a la protección del consumidor desde la entrada en vigencia de la citada 
ley. 
Sin embargo, una primera certeza a la que se llega es que los pronunciamientos por parte de 
la Corte Constitucional frente al Estatuto del Consumidor han sido pocos, ya que los temas 
regulados en esta ley no han sido de una observancia relevante por parte de la corporación, en 
tanto la discusión se ha centrado, principalmente, en la exequibilidad o inconstitucionalidad de 
expresiones contenidas en el Estatuto. En otros casos, por su parte,la Corte se ha limitado a 
pronunciarse sobre los derechos inherentes a las personas frente a lo dispuesto en la Ley 1480, 
como el derecho a la información, tema sobre el queafirma que se debe realizar en doble vía; es 
decir, que la información, para que cumpla su papel de dato con carácter delegitimidad, debe ser 
entregada a su destinatario con tal veracidad que no induzca al error, además de cumplir con la 
condición de ser constatada por el destinatario para que, en la idea de adquirir el producto de su 
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interés, cumpla con el fin esencial del Estado al“facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica” (Constitución Política, 1991, art. 1). 
En ese sentido, y con base en lo expuesto, surge el interrogante en cuanto a si realmente la 
Corte Constitucional ha realizado pronunciamientos relevantes frente al Estatuto del Consumidor 
o si, por el contrario, su intervención frente a éste no ha sido sustancial, ya que se infiereque se 
cuenta con una ley sólidamente estructurada yacondicionada a los principios constitucionales y 
que, por ende, lleva a este cuerpo colegiado a evitar pronunciarse de manera extensa sobre su 
contenido. Dichos interrogantes son los que se abordan en el presente artículo, para lo cual se 
propone, en primer lugar, hacer una descripción del problema y de la metodología, para proceder 
en segundo término a enunciar la fundamentación teórica que sirve de base al análisis, y 
finalmente exponer los principales hallazgos, así como las conclusiones y recomendaciones.  
 
Descripción del problema y metodología 
Para empezar, resulta pertinente advertir que Colombia es un país que, por su naturaleza 
jurídica,cuenta con la Corte Constitucional, ente encargado de regular y modificarla legislación 
vigente, a la vez que se centra en expedir normas que intentan responder a la evolución de la 
sociedad del siglo XXI. Así, es claro que este enteregula de manera directa los vacíos que se 
puedan presentar en la legislación, asumiendo el carácter de garante de los intereses de toda la 
población. 
Por lo mismo, puede afirmarse que dicho cuerpo colegiado esel encargado de realizar 
control constitucional directo frente a las disposiciones legislativas dictadas por el poder 
legislativo, teniendo la potestad de indicar si dichas normas se ajustan o no a las disposiciones 
plasmadas en la carta política colombiana y haciendo valer el principio rector de que “la 
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Constitución es norma de normas” y que, ante la “incompatibilidad entre la Constitución y la ley 
u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales” (Constitución Política, 
1991, art. 4). Así, el papel de la Corte Constitucional no se limita a dicha tarea, sino que examina 
los principios, valores o reglas de la Constitución que se vulneran con las normas promulgadas o 
modificadas, siendo éstas de obligatorio cumplimiento. Por lo anterior, es importante analizar los 
pronunciamientos de la Corte Constitucional frente al estatuto del consumidor, análisis que 
permitirá estudiar la incidencia de este cuerpo colegiado en dicha norma y las consecuencias 
dadas después de  más de ocho años de entrada en vigencia de la ley 1480. 
Otro aspecto que cabe resaltar es que, dado que la Ley 1480 de 2011busca regular y 
armonizar las relaciones de consumo que rigen actualmente el mercado colombiano, resulta 
pertinente, desde el punto de vista jurídico, determinar los pronunciamientos realizados por la 
Corte Constitucional a la citada ley, con el fin de concluir el alcance del contenido de la 
regulación,así como la incidencia que ha tenido el alto tribunal con susfallos y determinaciones.  
Para realizar dicho análisis se parte de la revisión de las sentencias proferidas por este alto 
organismo, así como otros fallos realizados sobre la Ley 1480. Seguidamente se procederá a la 
enunciación de los hallazgos obtenidos con base en la revisión de la fundamentación teórica, 
para lo cual se presentarán dichos hallazgos como los resultados del análisis de las sentencias y 
pronunciamientos de la Corte.  
 
Fundamentación teórica 
Con respecto a la fundamentación teórica, es oportuno indicar que Colombia es un estado social 
de derecho donde todas sus normas deben estar directamente relacionada con los principios 
filosóficos establecidos en la Constitución Política, razón por la cual se le confiere a la  Corte 
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Constitucional la función de estudiar cada una de las normas expedidas por el poder legislativo y 
examinar que se ajusten a lo trazado en la carta política. De ahí que la Corte Constitucional  es 
laencargada de la protección de la carta magna y, por ende, de los derechos que de ella emergen.  
Cabe advertir que el Congreso de la República, cuya función principal es la expedición de 
normas que regulen los actos yhechos jurídicos, cumple el papel deregular el comportamiento 
social, así como las contraprestaciones recíprocas que puedan presentarse en las relaciones 
contractuales de diversos tipos. Es por ello que resulta de suma importancia la adecuada 
estructuración jurídica y social de las normas que expide el Congreso, ya que la actuación de 
dicho órgano incide en el bienestar de los ciudadanos del Estado (Londoño, 2007).  
Ahora bien, frente al caso concreto del estatuto del consumidor, el alto tribunalse ha 
pronunciado antediversas acciones impuestas por ciudadanos, al considerar que se vulneran 
algunos derechos fundamentales, entre los que se destacan el debido proceso, la unidad de caja, 
el derecho a la información, entre otros, acciones que fueron conocidas en revisión o apelación 
por la Corte Constitucional y frente a las cuales, en términos generales, señala que no hay 
vulneración alguna como lo manifiestan los demandantes, para lo cual se amparó en el contenido 
de los artículos de la Ley 1480 que consideran inconstitucionales. 
En este sentido, es oportuno citar la sentencia C-165 de 2019, en la que el ciudadano Jaime 
Arias Díaz presentó demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 59 (parcial) de la Ley 
1480 de 2011 (“Por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan otras 
disposiciones”), y los artículos 20 (parcial) y 21 (parcial) de la Ley 1778 de 2016 (“Por la cual se 
dictan normas sobre la responsabilidad de las personas jurídicas por actos de corrupción 
transnacional y se dictan otras disposiciones en materia de lucha contra la corrupción”) (CC, 
Sentencia C-164 de 2019), pretensiones que se fueron al traste, toda vez que la corporación 
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consideró que no se presentaba violación a lo expuesto por el accionante en los hechos de la 
demanda, por lo que declaró: 
EXEQUIBLES el numeral 4º (parcial) del artículo 59 de la Ley 1480 de 2011, los 
numerales 2º y 3º del artículo 20 y el artículo 21 (parcial) de la Ley 1778 de 2016, 
en el entendido de que las competencias allí previstas (i) deben ejercerse a la luz 
de lo dispuesto en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo y en el Código General del Proceso, y (ii) no 
comprenden la realización de interceptaciones o registros ni otras actividades 
probatorias que, según la Constitución, se encuentran sometidas a reserva judicial 
de conformidad con la Constitución. (CC, Sentencia C-164 de 2019) 
 
En igual sentido, la sentencia C-561 de 2015, en respuesta a la acción que el ciudadano 
Alejandro Ayora Toro presentó por inconstitucionalidad contra el numeral 10 (parcial) del 
artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, el literal a) del numeral 11 (parcial) del mismo artículo, y el 
parágrafo 3º (parcial) del artículo 61 ibídem” (CC, Sentencia C-561 de 2015), acción en la que el 
ciudadanomanifiestó que los artículos mencionados transgreden la unidad de caja y el debido 
proceso, toda vez que los dineros de las sanciones van al fondo de la Superintendencia de 
Industria y Comercio, y viola el debido proceso, pues quien interpone la sanciones es quien se 
beneficia de ella. En tal sentido, la Corte Constitucional encontró, después de analizar las 
intervenciones de universidades y las partes que dichas disposiciones no son contrarias a la ley, 
que no había razón para declarar inexequibles dichos artículos demandados por el accionante. 
Así, la alta corporación resolvió:  
Declarar EXEQUIBLES las expresiones a favor de la Superintendencia de Industria y 
Comercio, contenida en el numeral 10 del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011; a favor de 
la Superintendencia de Industria y Comercio, del literal a), numeral 11 de la Ley 1480 de 
2011 y “tendrán como destino el presupuesto de cada Superintendencia”, del parágrafo 
3º, del artículo 61 de la Ley 1480 de 2011. (CC, Sentencia C-561 de 2015) 
 
Como se observa en las anteriores sentencias, si bien los pronunciamientos de la Corte no 
han sidonumerosos, se han dado en el entendido de las sentencias mencionadas y defendiendo la 
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exequibilidad de la ley respecto de los demandas interpuestas por los consumidores en favor de 
sus derechos.  
Sin embargo, no siempre la Corte se ha pronunciado en favor del contenido de la Ley 1480. 
En este análisis cabe citar la sentencia T-543 de 2017, la cual se enfocó en las acciones de tutela 
instauradas por la Asociación Colombiana de Educación al Consumidor (“Educar 
Consumidores”) contra la Superintendencia de Industria y Comercio. En dicha acción de tutela, 
César Rodríguez Garavito y otros ciudadanos demandaron a la Superintendencia de Industria y 
Comercio” (CC, Sentencia T-543 de 2017), aduciendo que se violenta el derecho a la 
información, ya que por medio de un acto administrativo la Superintendencia de Industria y 
Comercio ordenó a Educar Consumidores “cesar de manera inmediata la difusión del comercial 
de televisión relacionado con el consumo de bebidas azucaradas, descrito en el considerando 
quinto de la presente resolución” (Resolución 59176 del 7 de septiembre de 2016, 
Superintendencia de Industria y Comercio). Es oportuno señalar que, no obstante ser éste un acto 
administrativodonde apenas se estaba abriendo investigación sobre el asunto, Educar 
Consumidores no fue notificado a sino solo hasta el momento en que fueron tomadas las medidas 
dentro de la investigación.  
Como se observa, la Sentencia T-543 de 2017 es la única en la cual la Corte ha emprendido 
un análisis más profundo. Dada la singularidad de dicha sentencia, se hace necesario, dado el 
propósito del presente artículo, ahondar en el análisis de dicha providencia. En efecto, al analizar 
el texto de la sentencia se encuentra que subyacen algunos problemas jurídicos, siendo el 
primero un error de tipo procedimental,en tanto la Corte debió indicar si la tutela procedía o no 
para atacar este acto administrativo atendiendo a su naturaleza jurídica. Así mismo, se identificó 
otro error, ya que la Corte no profundizó en el hecho de conocer si el consumidor puede  alegar o 
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no el derecho a la libertad de información de manera individual, lo anterior partiendo del hecho 
de que  
(…) Todo contenido y forma de dar a conocer la naturaleza, el origen, el modo de 
fabricación, los componentes, los usos, el volumen, peso o medida, los precios, la forma 
de empleo, las propiedades, la calidad, la idoneidad o la cantidad, y toda otra 
característica o referencia relevante respecto de los productos que se ofrezcan o pongan 
en circulación, así como los riesgos que puedan derivarse de su consumo o utilización. 
(Colombia, 2011, Artículo 5 numeral 7) 
 
Así mismo, se omitió que el derecho a la libertad de informacióny de publicidad se refiere a 
“toda forma y contenido de comunicación que tenga como finalidad influir en las decisiones de 
consumo” (Colombia, 2011, Articulo 5 Numeral 12). Es decir, omitió pronunciarse de fondo con 
respecto al hecho de que para efectos de una relación de consumo son lo mismo o por el 
contrario, son dos tipos de derechos totalmente independientes uno del otro.  
Así pues, que el alto tribunal abarcó el derecho a la libertad de información de manera 
individualizada y no colectiva, que es como lo establece el Estatuto del Consumidor a lo largo de 
su articulado, ya que en dicha sentencia se estableció que la Superintendencia de Industria y 
Comercio “vulneró el derecho fundamental a la libertad de expresión de los accionantes al 
someter la transmisión de información sobre el consumo de bebidas azucaradas a un control 
previo sobre sus contenidos” (Sentencia T – 543 de 2017). Es decir, siendo este un derecho 
inherente a cada persona, dio el argumento a la Corte para individualizar el derecho a la 
información en una relación de consumo, ya que este derecho lo que busca en una sociedad 
como la colombiana es consolidarlaen su sentido pluralista y deliberativo.  
Dado lo anterior, la Corte encontró legitimación por parte de César Rodríguez Garavito y 
otro ciudadanos para ser accionantes en una tutela que buscaba transmitir un comercial el cual 
compartía información sobre el alto contenido de azúcar en lasbebidas azucaradas, pues la 
9 
 
libertad de expresión comprende, entre otros aspectos, el acceso a la información que posee cada 
persona, para que así tenga la libertad de tomar una decisión. Empero, lo que deja muy claro la 
Corte en su providencia es que: 
(…) la libertad de información comprende la libertad de búsqueda y acceso a la 
información, la libertad de informar y la libertad y derecho de recibir información veraz e 
imparcial sobre hechos, ideas y opiniones de toda índole a través de cualquier medio de 
expresión, y que dicho derecho tiene unas dimensiones individual y social, las cuales 
poseen la misma importancia y deben ser garantizadas plenamente en forma simultánea. 
(Sentencia T – 543 de 2017) 
 
Es decir, y partiendo de la postura de la Corte, el ciudadano puede, de manera individual, 
reclamar por vía de tutela el acceso a la información a gran escala, y no sólo por acciones 
colectivas, como es en el caso concreto de la demanda citada anteriormente, ya que la 
información obtenida de un comercial de televisión, de una pauta radial o de cualquier otra 
caracterización de información en un medio masivo de comunicación, influye directamente en 
las decisiones a tomar frente al consumo, ya que estas se presumen verídicas e imparciales, lo 
que hace que el destinatario final se mantenga bien informado y así tome decisiones de acuerdo a 
su estilo de vida, sus lineamientos morales y filosóficos, pero, sobre todo, que se garantice que 
recibe información que lo lleve a tomar decisiones ajustadas a su libre expresión.   
Por otro lado, la Corte abarcó la diferencia entre el derecho a la libertad de información y la 
publicidad, en tanto,al ahondar en el espíritu de la sentencia, se infiere que la publicidad sólo 
funge como derecho para aquellos que pretenden ofertar un producto con ánimos de lucrarse, 
mientras que la libertad de información conlleva un espectro más amplio, por cuanto busca 
siempre  informar de manera consciente y atendiendo a la esencia misma de la información, que 
es la imparcialidad y la veracidad, por lo que ésta puede provenir de quien pretende vender un 
producto o de entidades que se encargan de estudiar determinados bienes realizando estudios 
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sobre los productos a ofertar, poniendo en circulación los resultados o hallazgos obtenidos de los 
mismos. 
Cabe señalar que así lo deja ver la Corte cuando indica que: 
(…) los mensajes transmitidos por Educar Consumidores -que es una entidad sin ánimo 
de lucro y que no promociona ningún producto- se enmarcan en una campaña de salud 
pública que, más allá de influir en una decisión de consumo, pues  pretendían advertir de 
los riesgos que en la salud puede tener el consumo excesivo de bebidas azucaradas, lo 
cual fundamentó dicha asociación en los numerosos estudios que llegó a la SIC, y que 
nunca fueron estudiados por dicha entidad pública (supra, antecedentes N° 2.6). En otras 
palabras, el mensaje transmitido por Educar Consumidores se enmarca en la categoría de 
“información” y no de “publicidad”. (Sentencia T – 543 de 2017) 
 
En este sentido,la Corte dejó claro que la función de informar y la facultad de publicitar, si 
bien se correlacionan, la primera puede ser ejecutada por cualquiera de los intervinientes en una 
relación de consumo (o cualquier otra persona que pretenda informar sobre cualquier bien que 
este en el mercado y que pretenda advertir cualquier consecuencia, ya sea positiva o negativa 
frente al mismos), mientras que la segunda, a saber, la publicidad, se realiza con el fin de que el 
bien puesto en el mercado se comercialice de manera rápida y directa, por lo que la Corte 
concluyó que lo acción llevada a cabo por Educar Consumidores nada tenía que ver con 
publicitar, como lo indicó la Superintendencia de Industria y Comercio y Postobón S.A.en las 
contestaciones a las acciones de tutela interpuestas, sino que, por el contrario, el carácter esencial 
del comercial es informar al consumidor en tanto constituye la parte vulnerable de las relaciones 





Como se indicó en párrafos anteriores, dentro de las sentencias proferidas por el alto tribunal y el 
articulado de la ley 1480 de 2011, se puede evidenciar el minucioso trabajo realizado por el 
legislador, toda vez que la Corte no ha realizado pronunciamientosrigurosos o correctivos frente 
a la normatividad, por lo que se infiere que la ley en cuestión fue elaborada de manera correcta.  
A su vez, es de resaltar la importancia de la ley 1480 de 2011 y las acciones que de ésta se 
derivan con el fin de garantizar los interés económicos colectivos. En este punto cabe advertir 
que cuando se habla de económicos se hace referencia a que son el resultado de las relaciones de 
consumo que se regulan mediante esta ley, y que para este caso concreto se contienen en la 
sentencia T-543 de 2017, sentencia en la que se deduce que las grandes industrias tienen el 
deber, no solo de garantizar una publicidad del producto como fines propios de la compañía, sino 
garantizar, en especial, la información de toda clase que vincule a quien consuma el producto 
finalmente.  
Las demás actuaciones mencionadas en este artículo demuestran, a su vez, que el estatuto 
está construido de forma tal que pueda abarcar a entidades comerciales de gran envergadura, es 
decir, a situaciones donde se afecten a otras personas y, si bien genera cierta autonomía legal 
frente a otras instituciones, sigue estando al margen de lo dispuesto por la Carta Política de 
Colombia, lo que permite inferir que el estatuto del consumidor ha sido de gran beneficio para 
los consumidores y para el mercado en tanto ha posibilitado un equilibrio de manera más ágil y 
segura para todas las partes que intervienen en el sistema comercial.  
 
Conclusiones y recomendaciones 
Con base en lo expuesto en el anterior análisis, se concluye que, si bien no han sido numerosos 
los pronunciamientos de la Corte Constitucional frente a la ley 1480 de 2011 por la cual se crea 
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el estatuto del consumidor, se resalta que las sentencias proferidas han sido puntuales y precisos 
sobre el contenido abordado. Así mismo, aunque los aspectos gramaticales no fueron relevantes, 
dieron lugar al debate generando tranquilidad a quienes se benefician de éste, en el entendido de 
que su articulado se ajusta a las reglamentaciones legales.  
Finalmente, el citado estatuto, amparado en las acciones de la Corte Constitucional, busca 
garantizar los derechos de los consumidores, sean directos o indirectos, dentro de la cadena de 
consumo y, si bien existen mecanismo para la educación y la reclamación como el “boletín del 
consumidor”, estas herramientas no son suficientes ni determinantes para educar a los 
ciudadanos frente a las ventajas que brinda la norma para las personas quecumplen el papel de 
consumidores, por lo que debe haber una mayor difusión de dicho estatuto, de sus ventajas y 
beneficios, así como de las sanciones a que puede dar lugar con el fin de garantizar de manera 
más eficaz los derechos económicos de las partes intervinientes.  
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